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Resumen: la existencia de diversos órganos y mecanismos no 
jurisdiccionales y jurisdiccionales de protección de derechos 
humanos, han configurado en los últimos años un auténtico sis-
tema que a partir de directrices, principios y estándares emana-
dos de instrumentos y organismos internacionales, así como de 
la máxima autoridad judicial en el ámbito interno, están llama-
dos a materializar el paradigma constitucional/convencional 
vigente en nuestro país desde 2011. Sin embargo, para lograr 
dicho propósito resulta indispensable la revisión y, en su caso, 
la eventual reforma de dichos mecanismos a efecto de con-
tar con una adecuada articulación que les permita interactuar 
coordinada y colaborativamente para lograr mejores niveles de 
justicia material, evitando prácticas regresivas por parte de los 
poderes públicos; sobre todo en el contexto de una variada y 
compleja problemática que vive actualmente la sociedad mexi-

*	 Doctor en Derecho Público. Investigador del Instituto de Investigaciones 
Jurídicas y Catedrático de la Facultad de Derecho de la Universidad Vera-
cruzana.

| 57 | 

Libro completo en https://tinyurl.com/3d5hxcuf
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
https://www.juridicas.unam.mx/ 
Instituto de Estudios Constitucionales del Estado de Querétaro, 
https://portal.queretaro.gob.mx/ieceq/ 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv



cana, que propicia ambientes desfavorables para la promoción, 
respeto y protección efectiva de los derechos humanos, parti-
cularmente de los DESCA.

Abstract: the existence of various non-jurisdictional and ju-
risdictional bodies and mechanisms for the protection of hu-
man rights has, in recent years, created an authentic system 
that, based on guidelines, principles and standards emanating 
from international instruments and bodies, as well as from the 
highest judicial authority in the domestic sphere, is called to 
materialize the constitutional/conventional paradigm in force 
in our country since 2011. However, to achieve this purpose, it 
is essential to review and, where appropriate, eventually reform 
these mechanisms in order to have an adequate articulation 
that allows them to interact in a coordinated and collaborati-
ve manner to achieve better levels of material justice, avoiding 
regressive practices by public powers; especially in the context 
of a varied and complex problem that Mexican society is cu-
rrently experiencing, which fosters unfavorable environments 
for the promotion, respect and effective protection of human 
rights, particularly ESCER.
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I. Planteamiento general

Uno de los temas más debatidos desde la segunda mitad del siglo 
xx, tanto en la esfera nacional como internacional, se refiere al 
reconocimiento, contenido, garantía y justiciabilidad de los de-
rechos económicos, sociales, culturales y ambientales (DESCA), 
cuya realización efectiva representa uno de los mayores desafíos 
a los Estados en el mundo, en aras de garantizar condiciones de 
bienestar y vida digna a sus habitantes, además de permitir la 
eliminación paulatina de las barreras sociales que obstaculizan el 
ejercicio en libertad y calidad de los demás derechos, incluyendo 
la participación en entornos democráticos de todas las personas 
en el desarrollo de la colectividad.1

Ahora bien, con el surgimiento, desarrollo y consolidación de 
los Estados constitucionales en la segunda posguerra, así como la 
incorporación en sede interna del derecho internacional de los 
derechos humanos, que implicó la suscripción de declaraciones, 
pactos y convenciones que dieron vida a los sistemas universal 
y regionales de protección, no sólo se propició el redimensio-
namiento, significado y alcances de los derechos en general a 
partir del concepto de dignidad humana, sino que trajo apare-
jada la creación o modificación de Constituciones escritas con 
una fuerte densidad axiológica, traducida en valores, principios 
e instituciones que le daban fundamento y legitimidad al ordena-
miento jurídico, en particular la forma de garantizar la suprema-
cía, fuerza normativa y efectividad de sus disposiciones, sobre 

1	 Si bien es cierto que en el análisis histórico y teórico-doctrinal la Consti-
tución mexicana de 1917 consagró por primera vez los derechos sociales 
en el mundo, a partir de los ideales revolucionarios emanados del conflicto 
armado que precedió a dicho texto fundamental, del cual surgió un régi-
men que se legitimó durante más de siete décadas enarbolando la lucha 
por la justicia social, lo cierto es que las viejas concepciones del Estado 
liberal en torno a la naturaleza de las Constituciones y esta clase de de-
rechos, supeditaron su cumplimiento y realización a las representaciones 
políticas y al carácter programático que se les asignó, al depender su con-
creción de la voluntad discrecional, incierta y futura de los poderes públi-
cos -en particular el ejecutivo y el legislativo-, que implicaba la realización 
de acciones positivas (básicamente de carácter prestacional) con impacto 
en la economía y finanzas estatales, haciéndose prácticamente nugatoria 
su justiciabilidad.
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todo por cuanto hace a la exigibilidad de los derechos en sede 
jurisdiccional.2

En el caso de México, a partir de la reforma constitucional 
de junio de 2011 las normas sobre derechos humanos se deben 
interpretar de conformidad con el propio texto fundamental y 
los tratados internacionales de los que el Estado sea parte, favo-
reciendo en todo momento la protección más amplia de las per-
sonas, aunado a la obligación general de todas las autoridades, en 
el ámbito de su competencia, para promoverlos, respetarlos, pro-
tegerlos y garantizarlos atendiendo a los principios de universa-
lidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, con los 
deberes específicos de prevenir, investigar, sancionar y reparar 
las violaciones a los mismos.

Este paradigma representa un parteaguas en la historia re-
ciente de nuestro país, en virtud de que se adopta un modelo de 
garantías reforzadas en donde a partir del denominado control de 
constitucionalidad/convencionalidad, los órganos competentes 
del Estado federal mexicano tienen la obligación de contrastar 
las normas o actos emitidos por las autoridades de los tres nive-
les de gobierno con el bloque de derechos humanos consagrados 
tanto en la ley fundamental como en los tratados internacionales, 
incluyendo los criterios interpretativos que realiza la Suprema 
Corte de Justicia en el ámbito interno, y aquellos emitidos por 
la Corte Interamericana en sede internacional.3 Desafortunada-

2	 De esta manera, el conjunto de derechos humanos reconocidos y consagra-
dos tanto en los textos constitucionales como en los tratados, fueron con-
figurando una serie de obligaciones y deberes a cargo de los Estados con 
base en nuevas directrices, principios y formas de interpretación de los 
ordenamientos jurídicos, correspondiendo en última instancia a las Cortes 
y Tribunales Constitucionales (en sede interna) así como a órganos juris-
diccionales supranacionales, garantizar la tutela efectiva de los mismos.   

3	 Al respecto, los Tribunales del Poder Judicial de la Federación y en particu-
lar la Suprema Corte, han venido realizando importantes desarrollos juris-
prudenciales por cuanto hace a la justiciabilidad de los DESCA, sobre todo 
a partir del derecho comparado y el derecho internacional de los derechos 
humanos en temas como el núcleo o contenido esencial de los derechos, 
el acceso a un nivel de vida adecuado, el derecho al mínimo vital, así como 
los principios de interdependencia y progresividad, incluyendo el nivel de 
protección exigido para garantizar el derecho a la salud, educación, medio 
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mente, al día de hoy la realidad social nos muestra la existencia 
de muchas dificultades para poder materializar efectivamente di-
cho paradigma.4

Paradójicamente, si tomamos en cuenta que en el país existe 
una verdadera constelación de órganos y mecanismos jurisdic-
cionales y no jurisdiccionales de protección de derechos huma-
nos, tanto a nivel federal como en el ámbito de las entidades fe-
derativas, mismos que estarían llamados a ejercer y darle plena 
eficacia -en el ámbito de sus competencias- al referido control 
constitucional/convencional, lo cierto es que lamentablemen-
te a pesar de contar con determinadas directrices y principios 
interpretativos tanto de los  sistemas y organismos universal y 
regional de protección derechos humanos, así como de nuestro 
Máximo Tribunal, la actuación y el contenido de sus resoluciones 
evidencian en varios de ellos la falta de interiorización y praxis 
de un modelo redimensionado que permita materializar mayores 
y mejores niveles de justicia en la sociedad mexicana.

Es precisamente el propósito del presente trabajo plantear al-
gunas reflexiones en torno a la revisión y fortalecimiento de este 
gran sistema nacional de órganos y mecanismos de protección de 
derechos humanos, que en teoría reflejan estructuras normati-
vo-institucionales más o menos robustas (que han ido en aumen-

ambiente, vivienda, cultura, alimentación y agua potable, entre otros. Véa-
se al respecto, SCJN, Sentencias relevantes en materia de derechos humanos: 
DESCA. https://www.scjn.gob.mx/derechos-humanos/buscadores-juridicos/
sentencias-relevantes-en-materia-de-derechos-humanos/1358 [31-05-2024].

4	 Algunos de los factores que han contribuido en los últimos años a crear 
entornos desfavorables para la promoción y tutela efectiva de los DESCA, 
han sido documentados por organismos internacionales y nacionales, in-
cluidas organizaciones de la sociedad civil, mismos que se reconducen a 
evidenciar un Estado de derecho débil, en donde persisten alarmantes ni-
veles de violencia, inseguridad, corrupción, impunidad y pobreza, aunados 
a sistemáticas violaciones de derechos humanos, tratándose del acceso a 
servicios esenciales como la salud y educación; y qué decir de los entornos 
y tensiones generados por decisiones tanto del titular del poder ejecutivo 
como del legislativo federal con otras ramas del poder público, principal-
mente el poder judicial y órganos constitucionales autónomos (encarga-
dos de garantizar determinados derechos), lo que se ha traducido en una 
merma de los contrapesos institucionales necesarios en una democracia 
constitucional.    
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to en los últimos años), pero que en la realidad se perciben como 
instancias burocráticas, con resultados limitados, derivados de su 
ineficacia e insuficiencia para alcanzar sus finalidades, generán-
doles a los justiciables altos costos económicos y de tiempo, ade-
más de situaciones de indefensión en algunos casos, razón por 
la cual se requiere de una articulación adecuada entre aquellos 
de naturaleza no jurisdiccional con los propiamente jurisdiccio-
nales, en aras de responder a cabalidad con la tutela efectiva de 
los derechos, en particular los DESCA, como prerrogativas indis-
pensables de las personas para garantizar su bienestar y calidad 
de vida digna. 

II. Breves consideraciones en torno  
al reconocimiento, extensión y  

alcance interpretativo de los DESCA 
 en los sistemas universal y regional de 

 protección de derechos humanos.

a)	 Tratándose de los DESCA, tanto la Organización de Na-
ciones Unidas en el sistema universal como la Corte Inte-
ramericana de Derechos Humanos en el ámbito regional, 
han marcado la pauta para determinar su extensión y al-
cance a partir del desarrollo de estándares interpretativos 
reconducidos a garantizar su núcleo esencial.5De esta ma-
nera, dentro de las obligaciones genéricas de los Estados 
para garantizar el goce y ejercicio de los derechos al tra-
bajo, a la seguridad social, a la salud, a un medio ambiente 
sano, a la alimentación, a la educación, a los beneficios de 
la cultura, a la protección de la familia, de la niñez, de las 

5	 Estos derechos se consagran básicamente en instrumentos como el Pac-
to Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales PIDESC 
(1966), su Protocolo Facultativo (2008), la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos CADH (1969)  y su Protocolo Adicional de San Sal-
vador (1988), destacándose en el preámbulo de este último la relación 
y complementariedad de los DESCA con los derechos civiles y políticos 
(DCP), al constituir un todo indisoluble basado en la dignidad del ser hu-
mano, por lo que no puede justificarse la violación de unos en aras de la 
realización de los otros.   
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personas adultas y de aquellas que tienen discapacidad, 
entre otros, destacan:6Las de adoptar medidas inmedia-
tas, lo que implica entre otros factores garantizar el acce-
so para el goce y ejercicio de los derechos en condiciones 
de igualdad y no discriminación, incluyendo los grupos 
vulnerables;7 también comprende la adecuación del mar-
co legal interno para la remoción de obstáculos que im-
pidan su realización, evitando la derogación o suspensión 
de la legislación necesaria para su goce y ejercicio; y la 
generación y acceso a la información pública, vigilancia 
efectiva y formulación de políticas, planes y programas 
de acción para su implementación progresiva, así como la 
provisión de medios de impugnación (recursos judiciales 
y de otra índole) efectivos,8 para que las personas indivi-

6	 Cfr. Casarín León, Manlio Fabio, Constitución, Administración Pública y De-
rechos Fundamentales, México, Tirant Lo Blanch, 2022, pp. 115-117.

7	 De acuerdo con Sandra Serrano y Daniel Vázquez, para la adopción de me-
didas tendientes a realizar los derechos humanos, y en particular los DES-
CA, operan los llamados elementos esenciales que establecen parámetros 
a partir de los cuales los derechos deben ser cumplidos y realizados. Al 
efecto, ponen como ejemplo el derecho a la protección de la salud, cuyos 
parámetros relevantes son: la disponibilidad, para que la realización del de-
recho sea suficiente; la accesibilidad, para que las personas no se vean impe-
didas a disponer del derecho por cuestiones geográficas, económicas o de 
discriminación; la calidad, para que se tenga el potencial de lograr el dere-
cho; y la aceptabilidad, que implica considerar a la población objetivo para 
la realización del derecho. Cfr. “Los principios constitucionales en materia 
de derechos humanos y su relación con los DESCA” en Courtis, Christian 
(Coord.), Manual sobre justiciabilidad de los derechos económicos, sociales, 
culturales y ambientales (DESCA), Tomo I, México, SCJN, 2021, https://
www.scjn.gob.mx/derechos-humanos/sites/default/files/Publicaciones/ar-
chivos/2022-02/Manual%20sobre%20justiciabilidad%20de%20los%20DES-
CA_Tomo%20uno%20rev.pdf [31-05-2024].

8	 Al hablar de las Observaciones Generales emanadas del Comité DESC, 
Christian Courtis hace referencia a las obligaciones de los Estados esta-
blecidas en el PIDESC para la justiciabilidad de los DESCA, en el sentido 
de que provean recursos efectivos –en principio de índole judicial, aunque 
pueden proveer también recursos administrativos si estos son adecuados, 
es decir, “accesibles, no onerosos, rápidos y eficaces”–, e idealmente suje-
tos a un recurso judicial ulterior. En este sentido, afirma el autor, el Comité 
DESC ha señalado la conveniencia de que puedan invocarse directamente 
las disposiciones del Pacto ante los jueces nacionales en aras de la protec-
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dualmente o en forma colectiva cuenten con medios de 
tutela de los derechos, la reparación de los mismos y se 
garantice además la responsabilidad de los gobiernos.9

b)	 Las de garantizar niveles esenciales de los derechos, 
adoptando medidas que conlleven acciones positivas 
cuando su grado de satisfacción se encuentre por debajo 
de dichos niveles, o conservando la situación y no retro-
cediendo cuando se cumpla con dicha exigencia.10

c)	 La obligación de progresividad, en el sentido de gradua-
lidad y progreso para mejorar paulatinamente sus con-
diciones de goce y ejercicio, absteniéndose de realizar 
políticas y medidas que redunden en la reducción de los 
niveles de protección alcanzados.11 Interpretada a contra-

ción judicial de los DESCA, ofreciéndole a los juzgadores pautas para supe-
rar prejuicios y obstáculos ideológicos que niegan a priori la posibilidad y la 
conveniencia del control judicial de los poderes políticos en la materia. Cfr. 
“Los tratados internacionales de derechos humanos y su interpretación en 
sede internacional como fuente de aplicación de los DESCA para los jueces 
mexicanos” en Courtis, Christian (Coord.), Manual sobre justiciabilidad de 
los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales (DESCA), op. cit., 
pág. 238-239.

9	 Es importante destacar que cuando el PIDESC hace referencia a “adoptar 
medidas inmediatas”, está generando el deber de los Estados para que en 
un plazo razonablemente breve -a partir de su ratificación- realicen una se-
rie de actos concretos, deliberados y orientados lo más claramente posible 
hacia la satisfacción de la totalidad de las obligaciones, correspondiéndole 
justificar en todo caso el porqué ha retrocedido o no ha logrado su pronto 
cumplimiento. Idem. 

10	 De conformidad con la interpretación del PIDESC, el Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales ha determinado que aún en el caso de 
limitaciones graves de recursos, los Estados tienen la obligación de pro-
teger a los miembros vulnerables de la sociedad, fijando las prioridades 
para hacer un manejo racional de los mismos sin poder alegar insuficiencia 
como excusa de su cumplimiento; en caso de hacerlo, deberán comprobar 
que han hecho todo lo posible para satisfacer con carácter prioritario esas 
obligaciones mínimas, adoptando medidas que en su conjunto se consi-
deran suficientes para realizar el derecho en el plazo más breve y con los 
recursos disponibles.

11	 La gradualidad se refiere a que la efectividad de los derechos no va a lograr-
se de una vez y para siempre, sino que se trata de un proceso que implica 
diseñar políticas, planes y programas, así como definir metas a corto, me-
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rio sensu, la obligación de progresividad implica también 
la prohibición de regresividad, en el sentido de que una 
vez logrado el avance en el disfrute de los derechos no se 
podrá disminuir el nivel alcanzado en todos los ámbitos 
de la acción estatal, salvo circunstancias excepcionales, 
por lo que se debe evaluar a quién beneficia y perjudica la 
medida, en qué grado se cumple el derecho y, en su caso, 
cómo se amplía su goce y ejercicio. 

Ahora bien, por cuanto hace a la satisfacción de deberes es-
pecíficos tratándose del derecho de acceso a la justicia, la juris-
prudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos la 
ha venido configurando con un contenido complejo, al compren-
der no solamente el derecho de acción sino también el respeto 
por parte de los Estados de las garantías judiciales ante cualquier 
instancia jurisdiccional o administrativa en aras de salvaguardar 
el debido proceso, comprendiendo el derecho a obtener respues-
ta en un plazo razonable.12 

diano y largo plazo, incluyendo la elaboración de indicadores susceptibles 
de ser supervisados y evaluados por los actores sociales, mientras que el 
progreso patentiza que el disfrute de los derechos siempre deberá mejorar 
por cuanto hace a cobertura, pero también en la relativo a impacto favora-
ble y calidad.  

12	 En el ámbito nacional, este derecho ha sido interpretado por la Supre-
ma Corte de Justicia básicamente a partir de lo establecido en los ar-
tículos 1º. y 17 de la Constitución federal, lo cual implica -entre otros 
aspectos- la obligación de atender a todas las personas por igual y con 
una visión interdependiente, ya que el ejercicio de un derecho humano 
implica necesariamente que se respeten y protejan múltiples derechos 
vinculados, los cuales no podrán dividirse y cuya realización deberá ga-
rantizarse de manera progresiva, prohibiendo cualquier retroceso en los 
medios establecidos para el ejercicio, tutela, reparación y efectividad de 
aquéllos. Asimismo, que el acceso a la justicia comprende, en adición a 
determinados factores socioeconómicos y políticos, el derecho a una tu-
tela jurisdiccional efectiva y a los mecanismos de tutela no jurisdiccional 
que también deben ser efectivos y estar fundamentados constitucional y 
legalmente. Cfr. Casarín León, Manlio Fabio y Jorge Martínez Martínez, 
“El derecho humano de acceso a la justicia: avances y desafíos en la era 
post COVID” en Aguirre Moreno Judith et al., Estado constitucional y so-
ciedad. Grupos vulnerables, Xalapa, Veracruz, México, Ed. Códice, 2023, 
pp. 48-49.
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III. El contexto nacional y la problemática 
 para la realización de los DESCA

De acuerdo con un informe del Latinobarómetro de las Améri-
cas, México tuvo un aumento de 11 puntos porcentuales del au-
toritarismo entre 2020 y 2023, así como una pérdida de apoyo a 
la democracia en ese mismo período (del 43% al 35%), a la vez 
del aumento de 2 puntos porcentuales en la indiferencia con re-
lación al tipo de régimen. De lo anterior, tenemos que más de un 
tercio de la población apoya la democracia (35%), cerca de otro 
tercio es indiferente por el tipo de régimen (28%) y el otro tercio 
apoya una opción autoritaria (33%). Como se puede apreciar, el 
deterioro de la democracia es evidente en el período referido, lo 
que convierte a nuestro país en tierra fértil para autoritarismos 
y populismos.13 

Por su parte, Transparencia Internacional y Transparencia 
Mexicana refieren en su edición 2023 que México es el peor eva-
luado entre los países que conforman la OCDE en materia de 
combate a la corrupción. Esto quiere decir que por cuarto año 
consecutivo mantuvo la misma calificación en el Índice de Per-
cepción de la Corrupción con 31 puntos, ubicándose en la posición 
126 de los 180 países evaluados, compartiendo la misma pun-
tuación con países como El Salvador, Kenia y Togo, todos con 
31/100.14 

Al respecto, Transparencia Mexicana es enfática al señalar 
que aunque se abran cientos de carpetas de investigación por po-
sibles actos de corrupción, no hay sanciones impuestas; tampoco 
se han recuperado los activos desviados o se ha realizado una 
apropiada reparación del daño para las víctimas, incluyendo el 
reconocimiento de dicha calidad a los ciudadanos y contribuyen-

13	 Cfr. Corporación Latinobarómetro Informe 2023, La recesión democrática 
de América Latina. Disponible en: https://www.latinobarometro.org/lat.jsp 
[27-05-2024].

14	 En el G20, que representa el grupo de las 20 economías más grandes del 
mundo, nuestro país se encuentra en la penúltima posición solo por enci-
ma de Rusia (26/100 puntos). Cfr. https://www.tm.org.mx/corrupcion-se-
guira-siendo-reto-para-el-proximo-gobierno-transparencia-mexicana/ [27-
05-2024].
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tes frente a las tramas de corrupción que han sido documentadas 
y expuestas ante la opinión pública.15

Por cuanto hace al índice global de Estado de Derecho 2023, 
elaborado por The World Justice Project, el Estado mexicano se 
encuentra en la posición 116 de 142 países. Entre sus tendencias 
más importantes están el retroceso en orden y seguridad, el de-
terioro del sistema de justicia civil y el debilitamiento de los con-
trapesos no gubernamentales como la sociedad civil y la prensa, 
sumado a un estancamiento en materia anticorrupción.16

Algunas organizaciones como Impunidad Cero,17han expues-
to que la problemática estructural de la impunidad ha penetrado 
lamentablemente en todos los rincones del sistema judicial mexi-
cano; en particular, el preocupante incremento en los delitos de 
desaparición de personas donde estiman un nivel de impuni-
dad de 99%, al señalar que tan solo de 2019 a 2022 se registra-
ron 35,669 desapariciones, mientras que los poderes judiciales 
locales solo reportaron  141 sentencias condenatorias  por deli-
tos de desaparición forzada y cometida por particulares, lo que 
muestra que no hay proporción entre el número de casos que se 
registran y los que se esclarecen.

Por su parte, el Índice de Paz 2023 constata que la tasa na-
cional de delincuencia organizada ha aumentado un 64.2% en 
los últimos ocho años. Este incremento ha sido visible no solo 
en delitos como la extorsión y narcomenudeo, sino también en 
el aumento de las tasas de homicidios y violencia extrema en el 

15	 En el documento se menciona que pesar de que la sociedad mexicana iden-
tifica a la corrupción como uno de los principales obstáculos para el desa-
rrollo social y la reducción de las desigualdades, no han sido sancionados ni 
culminado con sentencias firmes escándalos como la “Estafa Maestra” (con 
un desvío estimado en 7 mil millones de pesos), “Agronitrogenados-PE-
MEX” (donde se estima un desvío de 200 millones de pesos de las arcas 
mexicanas) y el más reciente “SEGALMEX-DICONSA-LICONSA” (con un 
desvío estimado en cerca de 9,500 millones de pesos).

16	 Cfr. https://worldjusticeproject.mx/presentacion-del-indice-global-de-esta-
do-de-derecho-2023/ [27-05-2024].

17	 Cfr. Impunidad Cero, Impunidad en delitos de desaparición forzada en Méxi-
co, diciembre 2023, https://www.impunidadcero.org/articulo.php?id=196&-
t=impunidad-en-delitos-de-desaparicion-en-mexico-2023 [31-05-2024].
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país.18 Asimismo, de acuerdo con los datos del Registro Nacional 
de Personas Desaparecidas y No Localizadas (RNPDNO), al 9 de 
mayo de 2024 el número de personas desaparecidas desde 1964 
asciende a 116,303 personas.19

Otro tema bastante delicado, relacionado con la protección 
de derechos de niñas, niños y adolescentes se documentó en el 
Balance Anual 2023 presentado por la Red por los Derechos de 
la Infancia en México (REDIM) ante la sede de Palacio Nacional, 
para informar al Poder Ejecutivo que el 30.4% de este sector vul-
nerable de la población fue víctima de asesinatos, secuestros, re-
clutamiento, desapariciones y otras graves violaciones que aten-
taron contra sus derechos humanos.20

18	 De acuerdo con este índice, las organizaciones criminales son uno de los 
principales responsables de la violencia en las zonas más afectadas por ese 
flagelo en México. Los homicidios asociados a la delincuencia organizada 
han aumentado casi en 300% desde 2015, de 8,000 a 23,500 muertes anua-
les; en el mismo periodo, los homicidios no asociados al crimen organizado 
se mantuvieron entre 10,000 y 12,000 anuales. Cfr. https://insightcrime.
org/wp-content/uploads/2023/05/IEP-Indice-de-Paz-Mexico-2023-Espa-
nol.pdf [31-05-2024].

19	 Sin embargo, la nueva Estrategia Nacional de Búsqueda Generalizada de 
Personas Desaparecidas que presentó el gobierno federal el 14 de diciem-
bre de 2023, ha reducido notablemente esta cifra que se conoce de ma-
nera oficial a través de la Comisión Nacional de Búsqueda. Para algunas 
Organizaciones No Gubernamentales como Amnistía Internacional, dicha 
estrategia no se consultó ni se coordinó con los colectivos de búsqueda 
del país por lo que organizaciones de derechos humanos que las acompa-
ñan cuestionaron la metodología utilizada, ya que no deja en claro el censo 
y el universo de población consultado, así como los instrumentos utiliza-
dos en la investigación. De hecho, señala esta ONG, casi 80,000 personas 
consideradas como desaparecidas en agosto de 2023 fueron clasificadas 
de forma ambigua en la actualización de diciembre de ese mismo año. Cfr. 
https://amnistia.org.mx/contenido/index.php/mexico-personas-que-bus-
can-a-sus-familiares-desaparecidos-son-amenazadas-desplazadas-y-asesi-
nadas/#:~:text=De%20acuerdo%20con%20los%20datos,asciende%20a%20
116%2C%20303%22personas [31-05-2024].

20	 En efecto, sostienen las casi 80 organizaciones de la sociedad civil que con-
forman la red, que en ese año se observaron pocos avances y en algunos 
casos claros retrocesos, al constatar múltiples vulneraciones en contra de 
la niñez y adolescencia, cometidas de manera recurrente y casi normali-
zada derivada de la violencia armada, la expansión de actividades delic-
tivas y las disputas entre grupos delincuenciales, en el contexto de una 
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En el documento de análisis sobre la medición multidimen-
sional de la pobreza 2022, el Consejo Nacional de Evaluación de 
la Política de Desarrollo Social (CONEVAL) publicado en agosto 
de 2023, dio a conocer los principales resultados de las carencias 
sociales,21 evidenciando los enormes retos que enfrenta nuestro 
país en este sensible tema.22 

Recientemente, un informe de la Comisión Independiente 
de Investigación sobre la Pandemia de Covid-19 en México reve-
ló que en 2022, cuando lo peor de la emergencia sanitaria había 
pasado, el número de personas sin acceso a servicios de salud 
llegó a 50.3 millones (39.1% de la población), representando un 

crisis de derechos humanos que se agrava para un país que parece natura-
lizar las noticias sobre masacres y balaceras, en detrimento a los derechos 
humanos y a una vida libre de violencias que niñas, niños y adolescentes 
deben tener. Cfr. https://derechosinfancia.org.mx/v1/2023-un-ano-de-mul-
tiples-violencias-y-retrocesos-en-materia-de-derechos-para-infancias-y-ado-
lescencias-en-mexico/ [27-05-2024].

21	 De acuerdo con este órgano constitucional autónomo (en proceso de ex-
tinción por reforma de 20 de diciembre de 2024), previsto en el artículo 26 
de la Constitución General, el espacio de los derechos sociales que contem-
pla la medición multidimensional de la pobreza permite conocer cuántas y 
cuáles son las carencias sociales que padecen las personas. Los indicadores 
empleados para la medición de la pobreza multidimensional se encuen-
tran definidos en el artículo 36 de la Ley General de Desarrollo Social. 
Cfr. https://www.coneval.org.mx/Medicion/MP/Documents/MMP_2022/
Documento_de_analisis_sobre_la_medicion_multidimensional_de_la_pobre-
za_2022.pdf [31-05-2024].

22	 En el documento se destacan los siguientes aspectos: entre 2018 y 2022, 
el porcentaje de la población con rezago educativo pasó de 19.0% a 19.4%, 
lo que equivale a que la población en esta situación pasó de 23.5 a 25.1 
millones; las personas que presentaron carencia por acceso a los servicios 
de salud pasaron de 16.2% a 39.1%, es decir, de 20.1 a 50.4 millones; en 
materia de seguridad social, el porcentaje de personas sin acceso a la mis-
ma pasó de 53.5% a 50.2%, lo que se traduce en un cambio de 66.2 a 64.7 
millones; por cuanto hace a la carencia en calidad y espacios de la vivienda 
pasó de 11.0% a 9.1%, lo que en términos poblacionales representó 13.6 y 
11.7 millones de personas, respectivamente; vinculado con lo anterior, las 
personas sin acceso a los servicios básicos en la vivienda pasaron de 19.6% 
a 17.8%, esto es 24.3 y 22.9 millones de personas en esta situación; y final-
mente, el porcentaje de la población que presentó carencia por acceso a la 
alimentación nutritiva y de calidad pasó de 22.2% a 18.2%, es decir, de 27.5 
a 23.4 millones de personas, respectivamente. Idem.
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incremento de 151% (30.3 millones) frente a los 20 millones de 
personas que carecían de acceso en 2018.23 Como sabemos, el ex-
perimento fallido de la creación del Instituto Nacional de Salud 
para el Bienestar (INSABI) y la cancelación del Seguro Popular 
profundizaron la debilidad del sistema de salud mexicano.24 

Finalmente, el acceso a la información es un instrumento cla-
ve para el ejercicio de los DESCA pues permite a los ciudadanos 
desarrollar la capacidad para tomar decisiones informadas y ac-
ciones concretas, de tal suerte que se puedan mitigar riesgos de 
manera efectiva y promover mejoras en las funciones y servicios 
públicos básicos a cargo del Estado como la salud, la educación 
y la seguridad pública, entre otros, impulsando el pleno ejercicio 
de los derechos y libertades, así como mejorando la calidad de 
vida.25 

Desafortunadamente, la política de este gobierno ha sido re-
servar y negar cada vez más información, a la vez de atacar y 
desactivar a las instituciones encargadas de garantizar la trans-
parencia.26 De acuerdo con una investigación de la Organización 

23	 Cfr. Mariano Sánchez Talanquer y Jaime Sepúlveda (Coords.), Informe de 
la Comisión Independiente de Investigación sobre la Pandemia de covid-19 en 
México, Ciudad de México, 2024, p. 372, https://www.comisioncovid.mx/
documents/Informe-Comision-Independiente.pdf. [30-05-2024]. 

24	 En efecto, señala el documento que los indicadores sobre el impacto de la 
pandemia son devastadores: más de 800 mil muertes en exceso, que repre-
senta una de las cifras más altas a nivel mundial; la mayor mortandad del 
personal de salud; la orfandad de más de 215 mil menores; la reducción 
de la matrícula escolar y el grave impacto económico, entre muchos otros 
aspectos. Ibídem, p. 384.

25	 Cfr. Organización de los Estados Americanos (OEA), El Acceso a la Infor-
mación Pública, un Derecho para ejercer otros Derechos, Departamento para 
la Gestión Pública Efectiva (DGPE),  mayo 2013, p. 10, https://www.oas.
org/es/sap/dgpe/concursoinformate/docs/cortosp8.pdf [31-05-2024].

26	 La garantía efectiva de los derechos de transparencia y acceso a la informa-
ción y protección de datos personales se ha visto seriamente afectada en 
los últimos tiempos por la parálisis del órgano garante (INAI), con miles 
de asuntos sin resolver por la falta de nombramiento de sus comisiona-
dos; de la misma forma, la sistemática reserva de información por parte del 
gobierno federal de decisiones y actos que bajo categorías como “interés 
u orden público” o “seguridad nacional” deberían estar a disposición del 
conocimiento y escrutinio público de los ciudadanos con base en el prin-
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Mexicanos contra la Corrupción y la Impunidad, la Administra-
ción Pública Federal ha avanzado en sentido contrario al cum-
plimiento mínimo de sus obligaciones de transparencia; en dicho 
documento se sostiene que al revisar la información que las de-
pendencias y entidades publican en la Plataforma Nacional de 
Transparencia (PNT), el portal en el cual cada una de ellas debe 
poner a disposición un catálogo mínimo de datos específicos, se 
encontró que el número total de reportes presentados ha dismi-
nuido 36% entre 2018 y 2022, es decir, cada vez hay menos datos 
y menos cumplimiento de las obligaciones de transparencia.27

IV. La necesaria y debida articulación de los  
mecanismos no jurisdiccionales y jurisdiccionales 

 de protección de derechos humanos para la  
tutela efectiva de los DESCA en México

Una vez expuesta la situación y el panorama general que pre-
senta nuestro país por cuanto hace a la realización de los DESCA, 
por razones de extensión del presente trabajo, únicamente men-
cionaremos y daremos una breve explicación de los principales 
mecanismos jurisdiccionales y no jurisdiccionales que consagra 
el ordenamiento jurídico mexicano para su tutela.  

Jurisdiccionales

a)	 Amparo.28

cipio de “máxima publicidad”, han mermado considerablemente los referi-
dos derechos. Desafortunadamente con la reforma constitucional de 20 de 
diciembre de 2024, se dispuso la extinción del INAI. 

27	 Cfr. “Sin otros datos. El legado de la política de transparencia de AMLO y 
el abandono de la información pública”, Unidad de Inteligencia Aplicada, 
México, 9 de agosto 2023. Disponible en: https://contralacorrupcion.mx/
sin-otros-datos-el-legado-de-la-politica-de-transparencia-de-amlo-y-el-aban-
dono-de-la-informacion-publica/ [31-05-2024].

28	 Es un proceso concentrado de carácter constitucional, por medio del cual 
las personas físicas o morales, nacionales o extranjeras, públicas o priva-
das, impugnan por vía de acción ante los Tribunales del Poder Judicial de 
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b)	 Acciones colectivas.29 
c)	 Juicio contencioso-administrativo.30
d)	 Controversias Constitucionales.31

e)	 Acciones de inconstitucionalidad.32

la Federación, las normas, actos u omisiones de la autoridad que violan los 
derechos humanos establecidos en la Constitución y en los Tratados Inter-
nacionales, y cuya finalidad es la restitución o reintegración en el goce de 
los mismos. Su fundamento constitucional se encuentra en los artículos 
103 y 107, así como en la Ley de Amparo, reglamentaria de ambos pre-
ceptos.

29	 Son mecanismos procesales que permiten acudir ante una autoridad juris-
diccional federal para la defensa de los derechos e intereses de los miem-
bros de una colectividad o grupo social, vinculados por circunstancias de 
hecho o de derecho. Su fundamento constitucional es el artículo 17 y sólo 
podrán promoverse en materia de relaciones de consumo de bienes o ser-
vicios, públicos o privados y medio ambiente. Originalmente se reglamen-
taron en el Código Federal de Procedimientos Civiles, mediante adición del 
Libro Quinto, artículos 578 al 626, publicada en el DOF el 30 de agosto de 
2011 y actualmente se regulan en el Título Sexto del Código Nacional de 
Procedimientos Civiles y Familiares, publicado en el DOF el 7 de junio de 
2023.

30	 La justicia contenciosa administrativa tiene como finalidad esencial prote-
ger los derechos humanos de las personas frente a los actos u omisiones de 
la administración pública que constituyan violaciones a la Constitución y a 
las leyes. El órgano jurisdiccional competente para conocer de estos juicios 
a nivel federal es el Tribunal de Justicia Administrativa, mientras que en el 
ámbito local lo serán sus homólogos de las entidades federativas. Su funda-
mento constitucional lo encontramos en el artículo 73, fracción XXIX-H y 
en la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo.

31	 Son procesos consagrados en el artículo 105, fracción I de la Constitución 
General y su Ley Reglamentaria, que se promueven en única instancia ante 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación cuando se suscitan conflictos en-
tre poderes o niveles de gobierno. Para que proceda la controversia cons-
titucional, es presupuesto indispensable que el ámbito competencial del 
promovente sea afectado o limitado por un acto concreto u omisión, o una 
disposición de carácter general como sería el caso de un decreto, un regla-
mento o una ley, y que sean contrarios a lo dispuesto por la Carta Magna. 
De acuerdo con la Suprema Corte, la finalidad de este mecanismo también 
incluye de manera relevante el bienestar de la persona humana.

32	 El artículo 105, fracción II y su Ley Reglamentaria, regulan estos procesos 
constitucionales tramitados ante la Suprema Corte de Justicia en los que se 
denuncia la posible contradicción entre una norma de carácter general -ley 
o tratado internacional- y la Constitución General, con el objeto de inva-
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f)	 La justicia constitucional local.33

No jurisdiccionales34

a)	 Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH).35

lidar el ordenamiento o sus preceptos impugnados para que prevalezca la 
supremacía de los mandatos constitucionales.

33	 La reforma integral a la Constitución Política del Estado de Veracruz en 
febrero del año 2000, seguida actualmente por más de veinte entidades 
federativas, trajo aparejada la incorporación de un sistema integral de me-
canismos de control constitucional a efecto de garantizar la vigencia y su-
premacía del texto fundamental local, destacándose la creación del deno-
minado juicio de protección de derechos humanos, cuyo conocimiento y 
resolución se le encomendó a la Sala Constitucional del Tribunal Superior 
de Justicia, haciéndose justiciables en aquel momento una serie de pre-
rrogativas y libertades fundamentales incluso más avanzadas que aquellas 
consagradas en la Constitución General.

34	 Al momento de realizar la versión final del presente trabajo, se consumó 
una reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
20 de diciembre de 2024, mediante la cual fueron extinguidos diversos ór-
ganos constitucionales autónomos como el Instituto Nacional de Transpa-
rencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI), 
el Instituto Federal de Telecomunicaciones (IFETEL) y la Comisión Fede-
ral de Competencia Económica (COFECE), mismos que como explicamos 
en el presente trabajo, contaban con importantes atribuciones para garan-
tizar y proteger derechos humanos, lo que a mi juicio constituye una grave 
regresión al contravenir no solo el principio de progresividad, sino el para-
digma constitucional/convencional vigente en México desde el año 2011.

35	 En México, la CNDH es un órgano constitucional autónomo previsto en 
el apartado B del artículo 102 de la Constitución General; tiene la función 
de proteger y defender los derechos humanos, mediante la recepción de 
quejas e investigación -de oficio o a petición de parte-, sobre presuntas 
violaciones a los mismos derivados de actos u omisiones de naturaleza ad-
ministrativa, provenientes de cualquier autoridad o servidor público, con 
excepción de los del Poder Judicial de la Federación; sus recomendaciones 
son públicas y no vinculantes, y cuenta con competencia para interponer 
denuncias y quejas ante las autoridades respectivas, según el tipo de res-
ponsabilidad en que a juicio del órgano incurran los servidores públicos. 
Asimismo, conocerá de las inconformidades que se presenten con relación 
a los actos u omisiones de los organismos equivalentes en las entidades 
federativas, y podrá investigar violaciones graves de derechos humanos a 
petición de los titulares de los poderes ejecutivo federal y locales, así como 
de alguna de las cámaras del congreso de la unión o legislaturas estatales.
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b)	 Procuraduría de la Defensa del Contribuyente (PRODE-
CON).36

c)	 Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los 
Usuarios de Servicios Financieros (CONDUSEF).37

d)	 Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación (CON-
APRED).38

e)	 Procuraduría Federal del Consumidor (PROFECO).39

f)	 Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la informa-
ción y Protección de Datos Personales (INAI).40

36	 Es un organismo público descentralizado no sectorizado de la administra-
ción pública federal, con autonomía técnica, funcional y de gestión, creado 
por la Ley Orgánica de la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente. 
Tiene como finalidad garantizar el derecho de los contribuyentes a recibir 
justicia en materia fiscal federal a través de la asesoría, representación y 
defensa, recepción de quejas y emisión de recomendaciones en los térmi-
nos que el mismo ordenamiento establece, así como de la Ley Federal de 
los Derechos del Contribuyente.

37	 Es un organismo público descentralizado con personalidad jurídica y pa-
trimonio propio, previsto en la Ley de Protección y Defensa al Usuario de 
Servicios Financieros, que tiene como finalidad promover, asesorar, prote-
ger y defender los derechos e intereses de los usuarios frente a las institu-
ciones financieras, arbitrar sus diferencias de manera imparcial y proveer 
a la equidad en las relaciones entre éstos, así como supervisar y regular a 
dichas instituciones según lo previsto en las leyes relativas al sistema finan-
ciero.

38	 Es un organismo descentralizado sectorizado a la Secretaría de Goberna-
ción, el cual se encuentra facultado -entre otros aspectos- para dictar reso-
luciones que se formulen en el procedimiento de queja contemplado en la 
Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación. 

39	 Es un organismo descentralizado (de servicio social) de la administración 
pública federal, con personalidad jurídica y patrimonio propio sectorizado 
a la Secretaría de Economía, que realiza funciones de autoridad adminis-
trativa encargada de promover y proteger los derechos e intereses del con-
sumidor y procurar la equidad y seguridad jurídica en las relaciones entre 
proveedores y consumidores. Sus atribuciones se encuentran contempla-
das en la Ley Federal de Protección al Consumidor.

40	 Es un organismo constitucional autónomo (en proceso de extinción) regu-
lado en la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 
Entre sus principales atribuciones se encuentran proporcionar las medidas 
pertinentes para garantizar el derecho de acceso a la información de to-
das las personas, resguardar la información clasificada como confidencial 
o reservada, promover todos los aspectos relacionados a la información en 
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g)	 Procuraduría Agraria (PA).41

h)	 Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas (CEAV).42

i)	 Comisión Nacional de Arbitraje Médico (CONAMED).43

formatos abiertos y accesibles y la protección de datos personales.  Asímis-
mo, está facultado para sustanciar y resolver los recursos de revisión y de 
inconformidad; el primero de ellos procede en contra de: la clasificación o 
declaración de inexistencia de la información o incompetencia del sujeto 
obligado; la entrega de información incompleta o que no corresponda con 
lo solicitado; la falta de respuesta a una solicitud de acceso a la información 
dentro de los plazos establecidos en la ley; la notificación, entrega o puesta 
a disposición de información en una modalidad o formato distinto al so-
licitado; la entrega o puesta a disposición de información en un formato 
incomprensible y/o no accesible para el solicitante; los costos o tiempos de 
entrega de la información; la falta de trámite a una solicitud; la negativa a 
permitir la consulta directa de la información; la falta, deficiencia o insu-
ficiencia de la fundamentación y/o motivación en la respuesta, o la orien-
tación a un trámite específico. Y el segundo, procede contra las resolucio-
nes emitidas por los organismos garantes de las entidades federativas que 
confirmen o modifiquen la clasificación de la información, o determinen la 
inexistencia o negativa de la misma. La falta de resolución de los organis-
mos garantes locales dentro del plazo previsto para ello se entenderá como 
negativa de acceso a la información. 

41	 Es un organismo descentralizado de la administración pública federal, con 
personalidad jurídica y patrimonio propio, sectorizado a la Secretaria de 
Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, encargado de la defensa de de-
rechos de ejidatarios y comuneros, los sucesores de éstos, comunidades, 
pequeños propietarios, avecindados y jornaleros agrícolas, a través de ase-
soría jurídica, arbitraje y representación legal, entre otros. Sus principales 
atribuciones se encuentran establecidas en el artículo 136 de la Ley Agra-
ria.

42	 Es un organismo descentralizado no sectorizado, con personalidad jurídi-
ca y patrimonio propio, con autonomía técnica y de gestión. De acuerdo 
con la Ley General de Víctimas, es la encargada de garantizar, promover 
y proteger los derechos de las víctimas del delito y de violaciones a dere-
chos humanos, en especial los derechos a la asistencia, a la protección, a 
la atención, a la verdad, a la justicia, a la reparación integral y a la debida 
diligencia. Asimismo, se considera el órgano operativo del Sistema Nacio-
nal de Atención a Víctimas, del cual forman parte también sus órganos 
equivalentes en las entidades federativas.

43	 Es un órgano desconcentrado de la Secretaría de Salud que tiene por ob-
jetivo tutelar el derecho a la protección de la salud, así como de mejorar la 
calidad en la prestación de los servicios médicos a través de resoluciones 
amigables y de buena fe entre los usuarios y prestadores de este sector. La 
actividad de la Comisión está regulada en el Reglamento de Procedimien-
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j)	 Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sani-
tarios (COFEPRIS).44

k)	 Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (PRO-
FEPA).45

l)	 Instituto Federal de Telecomunicaciones (IFT).46

tos para la Atencion de Quejas Médicas y Gestion Pericial y en el Regla-
mento Interno de la Comisión Nacional de Arbitraje Médico, donde se le 
atribuyen todas las funciones necesarias para ejercer su papel como autori-
dad en los procesos de arbitraje entre los prestadores de servicios médicos 
y los usuarios, sin perjuicio de acudir al auxilio judicial en los casos que lo 
considere necesario, en términos de la legislación procesal civil o solicitar 
la colaboración de las dependencias y entidades de la administración pú-
blica.

44	 Es un órgano desconcentrado de la Secretaría de Salud con autonomía ad-
ministrativa, técnica y operativa, cuya misión es la de proteger a la pobla-
ción contra riesgos a la salud provocados por el uso y consumo de bienes 
y servicios, insumos para la salud, así como por su exposición a factores 
ambientales y laborales, la ocurrencia de emergencias sanitarias y la pres-
tación de servicios de salud mediante la regulación, control y prevención 
de riesgos sanitarios. Sus principales atribuciones se encuentran estableci-
das en el artículo 17 bis de la Ley General de Salud, mismas que incluyen  la 
imposición de sanciones y aplicación de medidas de seguridad en el ámbito 
de su competencia.

45	 Es un órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales con autonomía técnica y operativa. Su mi-
sión es procurar la justicia ambiental mediante la aplicación y cumplimien-
to efectivo, eficiente, expedito y transparente de la legislación a través de 
la atención a la denuncia popular y mediante acciones de inspección, ve-
rificación, vigilancia y uso de instrumentos voluntarios, además de que es 
la encargada de la imposición de sanciones administrativas previstas en la 
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, así como 
en otros ordenamientos de la materia. 

46	 Es un órgano constitucional autónomo (en proceso de extinción) previsto 
en el artículo 28 Constitucional, cuyas principales atribuciones se encuen-
tran establecidas en la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifu-
sión. Tiene por objeto regular y promover la competencia y el desarrollo 
eficiente de las telecomunicaciones y la radiodifusión, así como la regula-
ción, promoción y supervisión del uso, aprovechamiento y explotación del 
especto radioeléctrico, los recursos orbitales, los servicios satelitales, las 
redes públicas de telecomunicaciones y la prestación de los servicios de ra-
diodifusión y de telecomunicaciones, así como del acceso a la infraestruc-
tura activa y pasiva y otros insumos esenciales. Asimismo, es la autoridad 
en materia de competencia económica de ambos sectores y el encargado de 
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m)	 Comisión Federal de Competencia Económica (COFE-
CE).47

n)	 Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia 
(SNDIF).48

o)	 Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas (INPI).49

p)	 Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de Per-

otorgar concesiones para la prestación de servicios de telecomunicaciones 
y radiodifusión; en este último caso, los concesionarios deberán contar con 
una defensoría de audiencia  que será la responsable de recibir, documen-
tar, procesar y dar seguimiento a las observaciones, quejas, sugerencias, 
peticiones o señalamientos de las personas que la componen. 

47	 Es un órgano constitucional autónomo (en proceso de extinción) previsto 
en el artículo 28 constitucional. Tiene como función principal garantizar 
la libre concurrencia y competencia económica, el combate a los monopo-
lios, las prácticas monopólicas, las concentraciones y demás restricciones 
al funcionamiento eficiente de los mercados, en términos de lo dispuesto 
por la Ley Federal de Competencia Económica. 

48	 Es un organismo público descentralizado sectorizado a la Secretaría de Sa-
lud, encargado de coordinar el Sistema Nacional de Asistencia Social Pú-
blica y Privada, de conformidad con la Ley de Asistencia Social. Dentro de 
sus principales funciones destacan el coadyuvar en la protección integral 
de los derechos de las niñas, niños y adolescentes, bajo el principio consti-
tucional del interés superior de la niñez, así como el desarrollo integral del 
individuo, de la familia y de la comunidad; asimismo, prestar servicios de 
representación y asistencia jurídica y de orientación social a niñas y niños, 
jóvenes, adultos mayores, personas con alguna discapacidad, madres ado-
lescentes y solteras, indigentes, indígenas migrantes o desplazados y todas 
aquellas personas que por distintas circunstancias no puedan ejercer ple-
namente sus derechos. La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes le faculta para proteger los derechos de estas personas cuan-
do se encuentren restringidos o vulnerados. Para una efectiva protección y 
restitución de este grupo de población considerado vulnerable, dentro de 
la estructura del SNDIF se creó la Procuraduría Federal de Protección de 
Niñas, Niños y Adolescentes, misma que junto con sus homólogas en las 
entidades federativas tiene como finalidades esenciales la tutela integral de 
sus derechos.

49	 Es un organismo descentralizado no sectorizado de la administración pú-
blica federal, encargado entre otras funciones, de promover, respetar, pro-
teger y garantizar los derechos de los pueblos indígenas y afromexicanos, 
así como procurar su desarrollo integral y sostenible incluido el fortaleci-
miento de sus culturas e identidades. Su creación y principales atribucio-
nes se encuentran contempladas en la Ley del Instituto Nacional de los 
Pueblos Indígenas. 
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sonas con Discapacidad (CONADIS).50

q)	 Procuraduría Federal de la Defensa del Trabajo (PROFEDE-
T).51

Haciendo una valoración general del conjunto de órganos y 
mecanismos no jurisdiccionales y jurisdiccionales vigentes para 
la protección de los derechos humanos en el Estado federal mexi-
cano, en particular de los DESCA, podemos señalar la necesidad 
de que todos en su conjunto no solo comprendan sino también 
interioricen con su actuación el modelo de control constitucio-
nal/convencional vigente, a efecto de garantizar que las normas 
generales, actos u omisiones de las autoridades (incluso de suje-
tos privados), resulten acordes con el bloque de derechos consa-
grados en la Constitución General y en los Tratados internacio-
nales.52

50	 Es un organismo público descentralizado de la administración pública fe-
deral sectorizado a la Secretaría del Bienestar, encargado de promover el 
goce y ejercicio pleno de los derechos de las personas con discapacidad, así 
como hacer de su conocimiento los canales institucionales para exigirlos 
ante la autoridad competente. Sus principales atribuciones se encuentran 
contempladas en la Ley General Para la Inclusión de las Personas con Dis-
capacidad.

51	 Es un órgano desconcentrado de la Secretaría del Trabajo y Previsión 
Social, encargado de la defensa de los derechos laborales y de seguridad 
social de las personas trabajadoras y beneficiarias, así como de los sindi-
catos, a través de los servicios de asesoría, asistencia en la conciliación y 
representación jurídica. De manera específica, sus principales atribucio-
nes se encuentran establecidas en el artículo 530 de la Ley Federal del 
Trabajo.

52	 Desde la incorporación del control de convencionalidad en nuestro país, 
la Suprema Corte ha venido proponiendo diversas metodologías para su 
correcta realización por parte de jueces y autoridades no jurisdiccionales. 
Una de ellas es: 1) hacer una interpretación conforme en sentido amplio, 
esto es, interpretar el orden jurídico a la luz de los derechos humanos, fa-
voreciendo en todo tiempo a las personas con la protección más amplia; 
2) una interpretación conforme en sentido estricto,  es decir, que cuando 
existan varias interpretaciones jurídicamente válidas de la norma impug-
nada se deba preferir aquélla que la haga acorde o en armonía con el bloque 
de derechos, tomando en cuenta los estándares internacionales y nacio-
nales para su protección, y 3) cuando las alternativas anteriores no sean 
posibles, esto es, que no se pueda salvar su inconstitucionalidad/inconven-
cionalidad, se deberá realizar la inaplicación de la norma al caso concreto 
(solamente por los órganos formalmente jurisdiccionales) o la declaratoria 
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Por otra parte, estimo conveniente revisar el diseño-nor-
mativo institucional de los órganos y mecanismo no jurisdic-
cionales y jurisdiccionales de protección de derechos humanos, 
a efecto de que cuenten con las capacidades institucionales re-
queridas (entre ellas la armonización legislativa, financiamien-
to suficiente y recursos humanos calificados) para realizar ac-
tuaciones imparciales, con procedimientos más simplificados, 
que favorezcan la tutela más amplia, oportuna y efectiva de los 
derechos, además de generar una debida articulación entre to-
dos ellos que les permita contar con esquemas de coordinación 
y colaboración interinstitucional eficientes53para darle conso-

de inconstitucionalidad con efectos generales (exclusivamente a cargo del 
Pleno de la Suprema Corte), que producirá la invalidez y expulsión del 
ordenamiento jurídico de aquélla. Al respecto, véanse las tesis aisladas P. 
LXIX/2011(9a.) y P. LXX/2011 (9a.) de la Suprema Corte. Registros digi-
tales 160525 y 2019276. Y recientemente ha sostenido que para realizar el 
control ex-officio de convencionalidad se deben seguir los siguientes pasos: 
a) Identificación. Identificar el derecho humano que considere podría verse 
vulnerado, en atención a las circunstancias fácticas del caso, mismas que se 
desprenden de la narración del titular del derecho o del caudal probatorio 
que obre en el expediente; b) Fuente del derecho humano. Determinar si 
éste se encuentra reconocido en sede constitucional y/o convencional y 
fijar su contenido esencial, a la luz tanto de su fuente primigenia como de la 
jurisprudencia desarrollada por el tribunal encargado de la interpretación 
final de la fuente; c) Estudio de constitucionalidad y convencionalidad. Aná-
lisis de la norma sospechosa de inconstitucionalidad e inconvencionalidad 
a la luz del contenido esencial del derecho humano y determinar si éste 
es contravenido, y d) Determinación. Decisión sobre la constitucionalidad 
y/o  convencionalidad  de la norma, la forma cómo debe interpretarse y, 
en su caso, si ésta debe inaplicarse para el caso concreto. Asimismo, su 
realización de forma incidental, sea solicitado por las partes o que los jue-
ces adviertan que la norma amerita dicho control, sin hacer a un lado los 
presupuestos formales y materiales de admisibilidad. Véanse al respecto, 
las jurisprudencias 84/2022 y 85/2022 de la 1ª. Sala de la Suprema Corte. 
Registros digitales 2024830 y 2024831.

53	 Un buen ejemplo de lo que sería la vinculación de los ámbitos jurisdiccio-
nal y no jurisdiccional de protección de derechos humanos, es el relativo 
al contenido de las recomendaciones, estudios temáticos, informes de si-
tuación u opiniones en materia de DESCA, elaborados por órganos como 
las Comisiones Nacional y Estatales de Derechos Humanos, a efecto de 
que sean reconocidos como materiales de gran valor en asuntos planteados 
en sede jurisdiccional, para que las sentencias o resoluciones que emitan 
los juzgadores contengan sólidos argumentos en torno a la comprensión y 
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lidación y consistencia a un gran sistema nacional de protec-
ción.54

V. Conclusión

Nuestro país vive tiempos complejos para la realización efecti-
va de los derechos humanos por varios factores, principalmente 
los bajos niveles de cumplimiento de la legalidad, el alarmante 
aumento de la corrupción, violencia e impunidad, aunado a las 
recientes tensiones derivadas de la injerencia de los poderes eje-
cutivo y legislativo federal al poder judicial y la amenaza por par-
te del presidente de la república para desaparecer órganos cons-
titucionales autónomos, con la intención de debilitar e incluso 
eliminar los contrapesos institucionales, y en general la falta de 
consolidación de un proceso democratizador de las decisiones 
gubernamentales, con transparencia y rendición de cuentas, para 
erradicar prácticas sistemáticas que lamentablemente afectan 

adecuada aplicación de los estándares y principios constitucionales/con-
vencionales para garantizar efectivamente los DESCA. Cfr. Julieta Morales 
Sánchez, “La deseable sinergia entre las comisiones de derechos humanos 
y el poder judicial en México en la protección de los DESCA. Propuestas de 
renovación para una relación inexistente” en Courtis, Christian (Coord.), 
Manual sobre justiciabilidad de los derechos económicos, sociales, culturales y 
ambientales (DESCA), Tomo I, op. cit., pp. 147-193.

54	 A mi juicio, lo anterior podría garantizar un más amplio acceso a la justi-
cia al eliminar (en ciertas materias) injustificadas restricciones de caracter 
procesal a personas o colectivos sociales afectados, traducidas en formalis-
mos y tecnicismos que les impiden contar con la legitimación necesaria a 
efecto de resolver de forma completa sus pretensiones, lo mismo que pri-
vilegiar la reconducción procedimental oficiosa, a efecto de evitar situacio-
nes de indefensión por parte de las autoridades estatales hacia las personas 
que reclaman la protección de sus derechos. Otros aspectos a considerar se 
relacionan con la superación de las dificultades que los órganos jurisdiccio-
nales enfrentan para hacer cumplir sus determinaciones, sobre todo cuan-
do se trata de condenas a las autoridades estatales consistentes en la reali-
zación de acciones con implicaciones financieras o de gasto, y finalmente 
la consolidación del sistema traería como consecuencia la disminución de 
costos, tiempo y esfuerzo en asuntos litigiosos tanto en sede administrativa 
como jurisdiccional, en aras de materializar el principio de justicia pronta, 
completa e imparcial que establece el artículo 17 Constitucional.
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gravemente a los derechos (sobre todo de los grupos vulnera-
bles) y en particular a los DESCA.

Por ello, a efecto de contribuir a la superación de estos de-
safíos, se propone revisar y consolidar el conjunto de órganos y 
mecanismos no jurisdiccionales y jurisdiccionales de protección 
de derechos humanos, para que a partir de su debida articulación 
y funcionamiento bajo la perspectiva constitucional/convencio-
nal, nos permita avanzar de manera gradual hacia una mejor tu-
tela de los referidos derechos, evitando retrocesos injustificados 
que terminen por destruir los avances indiscutibles generados en 
los últimos años al amparo de un constitucionalismo progresista 
comprometido con la defensa y tutela efectiva de los derechos 
y libertades fundamentales, condición y requisito indispensable 
para el desarrollo y progreso futuro de la sociedad mexicana. 
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